PAGE  
2

INFORME No. 52/12
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 908-98
PERÚ

20 de marzo de 2012 

PRESUNTAS VÍCTIMAS: 
Carlos Felipe Amézaga Mattos
PETICIONARIO:
Carlos Felipe Amézaga Mattos 
VIOLACIONES ALEGADAS:
No especifica
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
19 de abril de 2006
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. Alegó que el 16 de enero de 1976 ingresó a trabajar en la empresa ELECTROPERÚ S.A., habiéndose jubilado bajo el régimen pensional previsto en el Decreto Ley No. 20530, según el cual las pensiones de cesantía deben ser niveladas con los haberes de los trabajadores en situación de actividad. Sin embargo, afirmó que a raíz de medidas adoptadas por el Poder Ejecutivo a finales de 1991, su pensión estuvo tres años sin ser nivelada. Añadió que tras presentar una acción de amparo la Corte Suprema de Justicia dictó una ejecutoria el 22 de diciembre de 1993, reconociéndole el derecho a percibir pensión nivelable y sin topes.
2. El peticionario proporcionó la copia de las resoluciones judiciales en torno a la acción de amparo incoada y afirmó que a pesar de recibir una decisión favorable, la misma no habría sido acatada por parte de la empresa demandada – ELECTROPERÚ.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. Argumentó que el 13 de julio de 1990 la Gerencia de Administración de ELECTROPERÚ dictó una resolución incorporando la presunta víctima al régimen pensionario público previsto en el Decreto  Ley No. 20530, pese a que había laborado bajo el régimen laboral privado. Manifestó que el 15 de diciembre de 1991 ELECTROPERÚ suspendió la pensión, en aplicación del Decreto Ley No. 763, el cual disponía la revisión y anulación de las incorporaciones al régimen del Decreto Ley No. 20530 de quienes no reunían los requisitos respectivos. 
4. El Estado indicó que tras obtener una decisión judicial favorable a sus pretensiones, el señor Amézaga Mattos firmó una transacción civil con la empresa ELECTROPERÚ, el 9 de febrero de 1999. Destacó que en dicha transacción “se efectuó el pago de los reintegros de pensiones devengadas más intereses legales conforme a la pensión nivelada sin topes dispuesta por el Acuerdo de Directorio No. 948 y en cumplimiento de la sentencia recaída en el proceso de amparo, el pago ascendió la suma de s/ 15 857.40 Nuevos soles”.

5. Finalmente, el Estado sostuvo que al haber la presunta víctima obtenido una respuesta favorable a su demanda de amparo y firmado una transacción con la empresa demandada, ha operado la sustracción de la materia bajo conocimiento de la CIDH. En ese sentido, solicitó que la petición sea archivada de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

6. El 12 de noviembre de 1998 se recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 908-98. El 27 de enero de 2006 se solicitó información actualizada al peticionario, sin que haya enviado respuesta. El 8 de marzo de 2006, durante su 124º Periodo Ordinario de Sesiones, la CIDH sostuvo una reunión de trabajo sobre varias peticiones, en las cuales se alegaban que el Estado peruano no había nivelado las pensiones de ex trabajadores de empresas públicas o entidades públicas descentralizadas, a pesar de existir sentencias judiciales firmes a favor de aquellas. La presente petición fue una de las debatidas en la reunión de trabajo.
7. El 27 de abril de 2006 la petición fue trasladada al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta. El 7 de julio de 2006 Perú presentó su respuesta, la cual fue trasladada al peticionario el 14 de julio del mismo año. El 9 de mayo de 2011 el Estado presentó un escrito adicional, en el cual solicitó el archivo de la denuncia, debido al transcurso de más de 12 años sin que el peticionario hubiese remitido ningún tipo de comunicación.
8. El 13 de junio de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario y advirtió que de no recibir respuesta en el plazo de un mes podría considerar el archivo de la petición, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención.
IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

9. Tanto el artículo 48.1.b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

10. En el presente caso han pasado más de 13 años desde la recepción del reclamo inicial, sin que el peticionario haya presentado escritos posteriores. A pesar de la solicitud de la solicitud de información actualizada formulada el 13 de junio de 2011, el peticionario no ha remitido respuesta. En estas circunstancias, y en vista de que la información disponible no es suficiente para adoptar una decisión sobre admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, la CIDH decide archivarla de conformidad con los artículos 48.1.b) de la Convención Americana y 42.1 de su Reglamento.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
